
PROYECTO DE LEY No. 197 de 2014 

MEDIANTE LA CUAL SE ESTABLECEN MEDIDAS Y TRÁMITES ADMINISTRATIVOS  

COMPLEMENTARIOS Y MODIFICATORIOS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES A LA 

LEY 1448 DE 2011 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 
NECESIDAD DE COMPLETAR EL CARÁCTER TRANSICIONAL DE LA RESTITUCIÓN DE 

TIERRAS EN COLOMBIA MEDIANTE LA RESTITUCIÓN Y FORMALIZACIÓN POR 

VÍAADMINISTRATIVA 

 

El capítulo III del Título IV de  la Ley 1448 de 2011 y el Decreto 4829 de 2011 establecen que en la 

etapa previa de análisis, la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 

deberá determinar, entre otros, “la ruta jurídica, de acuerdo con la forma de victimización, a saber, 

despojo o abandono forzado del predio”. Un procedimiento tan complejo y juicioso como el que 

establecen estas normas  en sede administrativa permite colocar en la mesa de discusión la 

posibilidad de que existan casos lo suficientemente claros como para que la restitución se produzca 

mediante la labor administrativa sin que sea necesario acudir a los jueces para la decisión final.  

 

El carácter transicional del escenario de restitución inicialmente contemplado en la Ley 1448 de 

2011, requiere de un ajuste que garantice la celeridad y la masividad de la restitución material y 

jurídica de los predios abandonados o despojados como solución duradera para la población 

desplazada. El presente proyecto de ley entiende que la restitución sería más ágil y expedita para los 

casos no contenciosos si se pudiera resolver en una y no en dos etapas, como sucede actualmente. 

 

En efecto, hasta el momento se ha identificado un alto porcentaje de casos en los que no sólo no 

existe oposición, sino que de su análisis surgen elementos reales que hacen innecesario el 

agotamiento de la vía judicial para su solución, dada su naturaleza no contenciosa. Estos hallazgos, 

evidenciados especialmente a través de  la cartografía social desarrollada en la labor investigativa 

de la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución permiten proponer simplificaciones en los 

trámites para acercarlos a una pronta y eficaz justicia, procurar retornos acompañados de la 

sostenibilidad en un contexto grupal o masivo en el que se contemplen incentivos productivos de 

carácter asociativo. Esto es susceptible de cumplirse  con todas las garantías, mediante un esquema 

complejo y garantista de publicidad del trámite administrativo, en la que los propios funcionarios 

podrán verificar la situación de abandono. 

 

El sistema de justicia transicional civil para la restitución de tierras, conforme a la propia 

motivación y espíritu de la Ley 1448 de 2011, debe ser de carácter mixto. Esta idea se ha visto 

satisfecha de manera parcial y formal en el articulado de la mencionada Ley y en el decreto ya 

señalado, ya que se ha planteado la etapa administrativa como una fase previa o de sustanciación de 

casos para el futuro litigio ante los jueces de la República. Sin embargo, el carácter mixto del 

sistema de justicia transicional civil se puede ver satisfecho real y efectivamente, si se contempla la 

posibilidad de que exista restitución material y jurídica mediante actuación administrativa con 

fuerza de decisión jurisdiccional. 

 

El status de las decisiones de la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras 

Despojadas en materia de registro, que conforme al proyecto de ley y a la propia Ley 1448 de 2011 

son actos administrativos, otorga la seguridad jurídica más que necesaria para que se cumpla con la 

labor de formalización inherente al contenido jurídico de la restitución. En especial, los casos 

susceptibles de ser resueltos bajo esta fórmula son los que tienen que ver con el abandono forzado 

de tierras, en un contexto de comprobación de las condiciones para el retorno y de reafirmación de 



las relaciones jurídicas con los predios a través de, entre otros recursos probatorios, la cartografía 

social.  

 

El proyecto de ley tiene en cuenta esta perspectiva y pretende avanzar en una restitución masiva y 

relativamente rápida para los casos menos difíciles y que se encuentren inmersos en solicitudes 

colectivas o susceptibles de ser verificadas mediante cartografías sociales en contextos de 

desplazamientos masivos. En todo caso, la perspectiva del proyecto se produce en un ámbito que 

respete las reglas del debido proceso y las notificaciones para determinar posibles oposiciones 

sustentadas con el fin de evitar que personas no víctimas utilicen el mecanismo para la satisfacción 

de intereses distintos a los de la restitución emanada del abandono forzado vinculado con 

violaciones a derechos humanos acaecidas con ocasión del conflicto armado interno. Lo anterior se 

erige como un mecanismo de reforzamiento de garantías para el debido proceso, toda vez que es 

legítimo presumir la ausencia de oposición en los casos (probados y debidamente documentados) de 

abandono forzado de tierras, lo cual sólo es posible de confirmar mediante diligencias de 

verificación en terreno. 

 

El proyecto es un esfuerzo de regulación del tema, en un contexto en el que los predios afectados 

por el abandono forzado, -entendido éste como la situación temporal o permanente a la que se ve 

abocada una persona forzada a desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la 

administración, explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su 

desplazamiento-, serían susceptibles de ser restituidos en su uso y goce, mediante un trámite 

administrativo, ágil, expedito y basado en la coordinación interinstitucional.  

 

Este proyecto es de especial interés nacional con el objetivo de pretender que se produzca un 

proceso de titulación administrativa por parte del Estado, con la debida seguridad jurídica y 

material. Con ello se avanzaría en la creación de un claro Programa Administrativo de Restituciones 

para aquellos casos que no requieren litigio.  

 
LA RESTITUCIÓN ADMINISTRATIVA ANTE CASOS SIN OPOSICIÓN, HA SIDO UN TEMA 

INSISTIDO DESDE QUE LA LEY DE VÍCTIMAS SE DISCUTÍA EN EL CONGRESO.  

 

En efecto, durante el trámite del proyecto de ley No. 213 de  2010 Senado, 107 de 2010 Cámara, 

acumulado con el proyecto de ley 085 de 2010 Cámara “Por la cual se dictan medidas de atención, 

asistencia y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones 

al derecho internacional humanitario y se dictan otras disposiciones”, se incluyó en la ponencia 

alternativa para segundo debate dentro del capítulo de Restitución de Tierras, una propuesta en ocho 

artículos (92 y siguientes de la ponencia), que establecía un procedimiento administrativo de 

restitución de tierras en los casos en que se advirtiera “la inexistencia de indicios de una futura 

oposición a la pretensión de restitución del solicitante”. 

 

La propuesta estuvo justificada en la medida que se consideraba como un vacío estructural la 

inexistencia de una actuación de carácter administrativo de restitución de tierras despojadas o 

abandonadas forzosamente,  para casos fácilmente comprobables a través de inspección tales como 

tierras abandonadas no ocupadas y en los que no se presentase oposición, para hacer más expedito 

el procedimiento de restitución en favor de las víctimas, contribuyendo así, al logro de justicia y 

celeridad, sin menoscabo de atender a plenitud los derechos de defensa y debido proceso. 

 

Aunque la propuesta en su momento no contó con el apoyo suficiente en la plenaria del Senado para 

lograr convertirse en norma legal, pues persistían dudas acerca del costo fiscal y el establecimiento 

de mayores responsabilidades en cabeza de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierras Despojadas y Abandonadas; Para ese entonces, no eran, y no podían ser 

reconocidas, importantes ventajas del procedimiento administrativo para casos sin oposición, lo 



cual, teniendo en cuenta las dificultades propias del procedimiento judicial, se constituiría en una 

fuente importante de descongestión judicial, por un lado, y por el otro, aportaría celeridad a la 

realización de los derechos de las víctimas.   

  

EL PROCESO DE JUSTICIA TRANSICIONAL REQUIERE DE LA ACELERACIÓN DE 

LA RESTITUCIÓN EN COLOMBIA  

 

El proceso de restitución de tierras como mecanismo transicional, hace parte de un conjunto de 

medidas necesarias dictadas en medio del conflicto, pero orientadas hacia el fin del mismo. Como 

lo quiso la Constitución, la paz es un derecho fundamental de carácter individual y colectivo  que 

implica deberes y derechos para los ciudadanos. En ese sentido, la aprobación de la ley 1448 de 

2011 representa un mensaje claro en este sentido pues en adelante respecto de las víctimas, existen 

prioridades que tanto el Estado como la sociedad deben atender para superar la situación de 

conflicto imperante desde hace varias décadas en el país. 

 

Se puede afirmar que la restitución de tierras es el primer paso para la consolidación de la paz en la 

medida que sus instrumentos crean las condiciones jurídicas y materiales para la creación de los 

territorios, a partir del componente humano, el cual es el más importante. El conjunto de medidas 

que se presentan a disposición del Honorable Congreso de la República en el presente proyecto, 

buscan no sólo proveer de instrumentos en beneficio del mecanismo transicional en procura del 

principio de eficiencia administrativa, sino también, lograr que en la consolidación de los territorios, 

los recursos invertidos para la reactivación social y productiva de estos predios restituidos sean lo 

más eficiente posibles y con ello, lograr que la cobertura que se provea en materia de bienes 

públicos impacte de manera positiva a quienes serán sus destinatarios. 

 

 

DESDE EL DEBATE DE LA LEY DE VÍCTIMAS SE ADUJO QUE SI SE TIENE ÉXITO 

EN LA RESTITUCIÓN MASIVA, HABRÍA MAYORES CONDICIONES PARA LA PAZ  

 

La aprobación e implementación de la ley de víctimas representa una oportunidad histórica para el 

país, pues parte del reconocimiento del conflicto, con el propósito de vincular a la parte más débil 

del mismo y reconocerle, la satisfacción de sus derechos individuales y colectivos. 

 

Uno de los retos más importantes de la aplicación de la ley 1448 de 2011 es precisamente, la 

efectividad que debe garantizar en el campo de acción que le es propio, esto es, en los territorios 

rurales afectados por la violencia, en donde se ha roto el tejido social y donde la presencia de las 

instituciones que garanticen el ejercicio de los derechos civiles está en tránsito de ser recuperada. 

Justamente, al operar la restitución jurídica y material de las tierras despojadas, debe seguirse con la 

consolidación de los proyectos de vida que permitan a los pobladores rurales víctimas retornar a sus 

tierras y ante todo, generar condiciones de estabilidad de tales medidas sin las cuales, cualquier 

esfuerzo para satisfacer el derecho a la justicia y la verdad sería inocuo. 

 

En las áreas rurales se requieren grandes esfuerzos para que esa recuperación económica y social 

sea posible y aún más, para que el éxito de los proyectos de vida sean óptimos. Por ello puede 

concluirse, que el éxito del proceso de restitución y aún más, la posibilidad de tramitar masiva y 

expeditamente las solicitudes radicadas en aquellos lugares en donde “no se presenten opositores o 

terceros interesados que presuntamente tengan igual o mejor derecho”, hace posible y sobre todo 

eficientes, las medidas que de forma complementaria están ligadas a la reparación integral. La 

verdadera transformación de los territorios rurales afectados por la violencia no ocurre predio a 

predio, ni se sujeta a los tiempos que van dictando de manera escalonada las sentencias proferidas 

por los jueces. Estos escenarios de consolidación y recuperación de la confianza se suceden a partir 



de un enfoque territorial que los hace socialmente rentables y competentes, para lo cual, un ejercicio 

de restitución masiva, contribuye seguramente a la eficiencia de los mecanismos previstos en 

beneficio de las víctimas. 

 

 A la anterior conclusión es posible llegar toda vez que en parte, las medidas relacionadas con la 

restitución de tierras están ligadas a una reestructuración del sector agrario, al mejoramiento del 

acceso a la tierra, a la reducción de la incidencia y el impacto de conflictos relacionados con la 

tierra y claro está, a la reglamentación de los usos de la tierra y a la zonificación que le es propia a 

la planificación de los procesos productivos. Del éxito del proceso de restitución y de las medidas 

dictadas en el marco de la transición en beneficio de las zonas rurales del país y en general, las 

zonas afectadas por el conflicto, depende en gran medida la paz estable y duradera, hacia la cual 

deben enfocarse los esfuerzos no sólo del Estado sino de toda la sociedad en su conjunto. 

 

 

EL ABANDONO PRESUPONE, EN PRINCIPIO, AUSENCIA DE OPOSICIÓN A LA 

RESTITUCIÓN DE LAS VÍCTIMAS. 

 

Según la III Encuesta Nacional de Verificación de los Derechos de la Población Desplazada (III-

ENV-2010) por parte de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento 

Forzado, en más del 80% de los casos de desplazamiento los predios se podrían encontrar 

presuntamente abandonados y en principio, no tendrían oposición jurídicamente sustentada.  

 

Según el investigador Luís Jorge Garay. “A la hora de diseñar la política de restitución se debe tener 

en cuenta que probablemente una buena proporción de la tierra podría estar todavía abandonada, 

por lo que habría que priorizar y focalizar la acción del Estado para hacer más eficiente y eficaz la 

formalización y restitución. Por el contrario, si se hubiera legalizado el despojo de una elevada 

proporción de las tierras abandonadas durante el proceso de desplazamiento, la política de 

restitución exigiría mayores esfuerzos por parte del Estado, no sólo para revertir el despojo y 

formalizar la propiedad a favor de las víctimas”.
1
 

 

 

Ello presupone que las tierras que se encuentren actualmente en situación de abandono forzado, 

dentro del periodo contemplado para la restitución en la ley 1448 de 2011, al no contar con la 

presencia de terceros ocupantes o al no verse afectado por transacciones económicas y jurídicas 

realizadas en contextos de violencia o durante el periodo de desplazamiento de la víctima, no 

tendrían potenciales o presuntos opositores, de manera que no habría lugar a litigio y el Estado, 

mediante una labor administrativa, podría proceder a motivar el retorno voluntario, sostenible, 

seguro y digno, y a asegurar la restitución material del predio mediante un esquema expedito y 

transicional de formalización de derechos. 

 

Lo anteriormente señalado tiene gran valor histórico y reviste de condiciones de necesidad y 

urgencia, puesto que las relaciones que las personas desplazadas o víctimas del abandono forzado 

de predios ostentaban con estas últimas, eran particularmente informales. Así, “solamente el 21,5% 

de los campesinos que han sido despojados o han tenido que abandonar forzosamente su tierra 

cuentan con escritura registrada, es decir, son estrictamente propietarios en el sentido jurídico del 

término según el Código Civil colombiano... en cambio, cerca del 70% son meramente poseedores” 

. Desde una perspectiva transformadora, la formalización de la situación jurídica de las tierras 

                                                           
1
 Garay Luis Jorge (Director) (2011): “Cuantificación y valoración de las tierras y los bienes abandonados o 

despojados a la población desplazada en Colombia”, Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre 
Desplazamiento Forzado. 



deviene en un compromiso histórico por parte del Estado, en respuesta a las fallas estructurales que 

existen en la materia.  

 

Adicionalmente, resulta también una afirmación de la justicia correctiva y restaurativa, puesto que 

conforme a la III-ENV-2010, las personas forzadas a dejar en abandono predios rurales, llevaban 

poseyéndolos un tiempo promedio suficiente para ser reconocidos como propietarios o ser 

adjudicatarios a la luz de la legislación civil y agraria vigente. Así, “en promedio, los poseedores, 

los ocupantes de baldío y los ocupantes de hecho que tuvieron que abandonar la tierra o fueron 

despojados de ella, la habían poseído, al momento del desplazamiento forzado, por un plazo 

superior a 14,7 años, 10,7 años y 12,9 años, respectivamente” 

 

Es bien importante resaltar que conforme a las cifras de la Comisión de Seguimiento, el 

desplazamiento forzado ha afectado en el periodo comprendido entre 1980 y 2010, a 1.088.901 

grupos familiares y de estos, en la III ENV-2010 el 40,7% señalaron que habían abandonado 

forzosamente o fueron despojados de sus tierras. De esta manera, podría estimarse que el total de 

reclamaciones, si todos los grupos familiares decidieran acceder al mecanismo de restitución de 

tierras contemplado en la ley 1448 de 2011, ascendería a 435.560 aproximadamente. Si se parte de 

la hipótesis según la cual, por cada grupo familiar reclamante se abriría un proceso de restitución de 

tierras, el actual sistema deberá atender en el plazo de 10 años, 435.560 procesos judiciales. Si el 

80% de estos casos resultan ser probablemente los que estén afectados por el abandono forzado y 

por ende carecerían de presuntos terceros opositores, la administración podría responder 

eficazmente a 348.448 casos sin que éstos tengan que llegar a los jueces de la República, evitando 

con ello la congestión judicial. 

 

De esta manera el trámite de casos sin oposición por vía administrativa, complementaría la labor 

judicial y contribuiría a evitar la congestión de casos por el carácter masivo y sistemático del 

fenómeno. De hecho, las experiencias internacionales en la materia, han demostrado cómo los 

mecanismos administrativos son la respuesta más eficiente del estado, para atender a un orden 

masivo de victimización. 

 

 

FACULTADES EXTRAORDINARIAS A LA UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN 

DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS Y APROVECHAMIENTO DEL 

ESCENARIO DE JUSTICA TRANCISIONAL  PARA CREAR MECANISMOS 

EXPEDITOS CON EL OBJETIVO DE REALIZAR LOS DERECHOS DE VICTIMAS DE 

CONFLICTO ARMADO, EN LA RELACION CON SUS TIERRAS.  

 

La Constitución Política ha establecido la posibilidad de que autoridades administrativas puedan 

ejercer funciones jurisdiccionales excepcionalmente en materia que la ley precise; la temporalidad 

de 10 años determinada en la Ley 1448 de 2011 para cumplir con los objetivos que en materia de 

verdad, justicia y reparación se ha propuesto el Estado y la sociedad en Colombia para responder a 

la deuda histórica con las víctimas de la violencia, implica realizar esfuerzos dirigidos a optimizar 

en tiempo y eficacia las actividades y recursos necesarios para responder a la misión. Cuando 

hablamos de recursos, creemos que no se deben limitar solamente al tema económico, -de inclusión 

imperativa-, o a los recursos humanos, -sin los cuales no se podría avanzar-, o a los  de 

infraestructura, -de indiscutible importancia-, sino también referirse a los mecanismos jurídicos que 

la dinámica experimentada a casi tres años  de entrar en plena ejecución la ley 1448, recomiende; en 

este sentido, al evidenciar que con el aumento gradual y progresivo del volumen de expedientes en 

que trabajan Unidad y jueces,  es inconveniente saturar a estos últimos con procesos que no 

requieren un trámite con todas las solemnidades propias de esta instancia. Resulta consecuente 



buscar agilidad en las soluciones que el Estado puede ofrecer a las víctimas en estas condiciones, 

atendiendo las cifras y posibilidades expuestas anteriormente.  

 

Dado el conocimiento que previamente adquiere la Unidad sobre los casos para determinar su 

procedibilidad e incluirlos en el Registro de Tierras Despojadas, ésta cuenta con elementos 

valorativos de primera mano que le permiten, en la práctica, la posibilidad de hacer 

pronunciamientos de fondo sobre aquellos menos complejos con los alcances jurídicos de una 

sentencia. En efecto, la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, en 

su labor de campo recabando pruebas para sustentar las pretensiones de las víctimas, contactando a 

la comunidad para reforzar testimonialmente los hechos de contexto, o realizando mediciones e 

identificación predial de los inmuebles entre otras diligencias, ha tenido una privilegiada 

inmediación con su realidad, que le ha dado la oportunidad de observar desde los principales 

aciertos de los procedimientos establecidos, hasta sus falencias  y  en esta medida puede aportar con 

competencias especiales, a mejorar la ejecución de los propósitos reparativos. 

 

En estos escenarios la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas  ha 

encontrado ciudadanos que han resistido con sacrificio y abnegación los embates de la violencia sin 

irse de sus tierras; también aquellos que han retornado y en la actualidad requieren con urgencia 

apoyo y acompañamiento para que ahora no sean la pobreza y el abandono del Estado y de la 

sociedad los factores que los desplacen; unos y otros claman por apoyo con proyectos productivos, 

acceso a crédito, herramientas, y la formalización de su vínculo con sus predios para el caso de 

poseedores y ocupantes como elemento que les permitan reconstruir su vida social y económica con 

dignidad y esperanza.  

 

Ellos, que por cuenta de la violencia han visto afectados sus ingresos y su sustento vital proveniente 

de su relación con la tierra, pero se han negado valientemente a desprenderse de ella, necesitan un  

respaldo consecuente con su actitud; la legalización de los derechos sobre inmuebles en zonas 

rurales de un país caracterizado por el alto grado de informalidad en la tenencia de las tierras, es una 

necesidad incluso para la economía del país. El Estado a través de trámites expeditos debe procurar 

en este escenario transicional fijar la propiedad de las tierras a los campesinos víctimas de la 

violencia para ofrecerles estabilidad en su patrimonio,  proporcionarles una base de acceso fácil al 

crédito y afianzarles su arraigo con el campo. Este es el espíritu integral y transformador de la 

reparación que plantea la ley 1448 en un reconocimiento de origen constitucional para aquellas 

personas que se han visto afectadas en su vida, honra y bienes, como en otros derechos 

fundamentales,  esta vez por razones del conflicto armado interno.  

 

Acorde con lo expuesto, la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 

debe ser dotada de facultades conforme lo prevé el artículo 116 Constitucional en su inciso 3, para 

poder desarrollar en trámite rápido y efectivo aquellos asuntos que carezcan de oposición u otros 

interesados, donde no se consumó el despojo jurídico como tal, o en que los predios no están 

abandonados sino que cuentan con la explotación y disposición de quienes fueron víctimas de la 

violencia, razón sustancial para reclamar la aplicación del procedimiento; casos como estos, 

actualmente congestionan innecesariamente los despachos judiciales, sin contar el tiempo y 

diligencias que se  surten en la etapa administrativa como requisito previo para que puedan 

proceder, y desaprovechando la experticia y el conocimiento que directamente captan los 

funcionarios sobre el terreno y su contacto con las víctimas.  

 

Dada la facilidad que se propone para que los interesados presenten sus solicitudes sin requisitos 

formales exigentes atendiendo las condiciones del sector campesino al que especialmente se dirige, 

se incluye la posibilidad de que la Unidad decida ultra y extra petita, reconociendo derechos que no 

han sido previstos en la solicitud por desconocimiento o falta de información y asesoría. La 



aplicación del trámite debe estar acompañada de la  creación al interior de la Unidad de un grupo  

profesional, dispuesto, capacitado, independiente y con funciones especiales y exclusivas, que 

proporcionen las garantías sustantivas y procesales a quienes afecte o puedan afectar las decisiones. 

,  

 

REVOCATORIA DIRECTA. LA REVERSIÓN DE DESPOJOS REALIZADOS 

MEDIANTE ACTOS ADMINISTRATIVOS SE VE OBSTACULIZADA POR EL ACTUAL 

CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (CONSENTIMIENTO EN REVOCACIÓN 

DIRECTA).  

 

Una de las modalidades de usurpación de tierras que se ha evidenciado es el llamado despojo 

administrativo, que ocurre en aquellos eventos en los que el Instituto Colombiano de Desarrollo 

Rural –Incoder-, o el extinto INCORA, declararon la revocatoria directa, caducidad o condición 

resolutoria de la correspondiente resolución, con fundamento en que el predio fue abandonado, sin 

tener en cuenta que dicha circunstancia obedeció a causa del desplazamiento forzado o de hechos 

acaecidos con ocasión del conflicto armado, trayendo como consecuencia, que el predio 

inicialmente titulado regresa al dominio de la Nación o al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 

–INCODER, según se trate de baldíos o de predios de Fondo Nacional Agrario, para posteriormente 

adjudicarlo a un tercero.  

 

El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural INCODER ha identificado varios de estos casos, en los 

que luego de un diagnóstico se establece que la ruta jurídica a seguir es la revocatoria directa o la 

acción de lesividad ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.   

 

Sin embargo, por disposición del artículo 73 de la ley 1437 de 2011, por el cual se expide el Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo “Cuando un acto 

administrativo haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o 

reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento expreso y 

escrito del respectivo titular”, lo que ha impedido que en muchos de los casos en los que es evidente 

que se presentó el despojo por medio de un acto administrativo, la administración pueda reversar 

por sí misma su decisión. 

 

En el caso de titulaciones de baldíos irregularmente adjudicados o en los que se determina que el 

predio era de propiedad privada, el INCODER, con fundamento en el artículo 72 de la Ley 160 de 

1994, ha adelantado el procedimiento de revocatoria directa, con lo cual se ha regresado el derecho 

de dominio a la Nación o al sujeto despojado. En los demás casos, ante el requisito de 

consentimiento expreso del titular ha sido imposible realizar la restitución del bien, ya sea porque 

no se logra conseguir el consentimiento o porque resulta imposible adelantar la acción de lesividad 

por operar el fenómeno de caducidad. 

 

Con el fin de superar las dificultades que impiden la restitución por vía administrativa, el proyecto 

de ley propone una excepción al requisito de consentimiento del titular para revocar las resoluciones 

de adjudicación mediante las cuales el instituto despojó administrativamente de la tierra a sus 

propietarios. Excepción que como ya se mencionó, se encuentra establecida para la revocatoria de 

las resoluciones de adjudicación de baldíos y que luego del estudio de constitucionalidad la Corte 

Constitucional encontró que se ajusta a la carta política, como se muestra a continuación. 

 

La posibilidad de intangibilidad o invariabilidad de los actos administrativos ha sido aceptada por el 

legislador teniendo en cuenta el sujeto a quien están dirigidos, esto es, dependiendo de si se trata de 

actos de carácter general o de carácter particular. Es así como los actos administrativos de carácter 

general, tendientes a producir efectos a todo el conglomerado social, o a una parte de él, son 



esencialmente revocables por la propia administración una vez se realice la valoración de las 

circunstancias pertinentes.  

 

Por el contrario, si se trata de actos administrativos de contenido particular y concreto que crean 

situaciones y producen efectos individualmente considerados, por regla general, estos no pueden ser 

revocados por la administración, a menos que medie el consentimiento expreso del potencial 

afectado con la decisión.  

 

El requisito del consentimiento previo y expreso del respectivo titular para la revocación de actos 

particulares y concretos se fundamenta en la necesidad de preservar la seguridad jurídica y la 

confianza legítima de los asociados, como quiera que las autoridades no pueden disponer de los 

derechos adquiridos de buena fe sin que medie una decisión judicial o se cuente con la autorización 

expresa del afectado.  

 

Por regla general, el Legislador ha exigido la autorización expresa y escrita para la revocatoria de 

actos administrativos de contenido particular y concreto, y en caso contrario, ha señalado la 

obligación de las autoridades a acudir ante la jurisdicción para demandar sus propios actos a través 

de la llamada acción de lesividad. 

 

Sin embargo, el Legislador en uso de su potestad de configuración normativa ha fijado eventos en 

los cuales es procedente la revocatoria de actos de carácter particular y concreto, aún sin visto 

bueno de la persona potencialmente afectada, siempre y cuando obedezca a fines superiores como la 

protección del interés público ante una violación evidente del ordenamiento jurídico o una 

manifiesta ilegalidad, por supuesto dentro de ciertas restricciones adicionales.  

 

En tal sentido, la Corte Constitucional, en sentencias T-336 de 1997, T-165 de 2001, C-672 de 

2001, C-835 de 2003, y en muchas otras, ha avalado la figura de la revocatoria directa sin 

consentimiento del titular solamente en las siguientes hipótesis: (i) Cuando resulte evidente que el 

acto administrativo que haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y 

concreto o reconocido un derecho de igual categoría ocurrió por medios ilegales; (ii) En caso de 

haberse producido un nombramiento o posesión en un cargo o empleo público o celebrado un 

contrato de prestación de servicios con la administración sin el cumplimiento de los requisitos para 

ello; (iii) Cuando las prestaciones económicas hayan sido reconocidas irregular o indebidamente 

porque se incumplieron los requisitos o el reconocimiento se hizo con base en documentación falsa. 

 

Así las cosas, pese a que no se encuentra constitucionalmente prohibido la posibilidad de revocar 

unilateralmente un acto administrativo de carácter particular y concreto, sin el consentimiento 

expreso y escrito del titular, es evidente que su utilización es de carácter excepcional y en cierta 

medida restrictiva. Es decir, que dicha facultad en todo caso debe estar rodeada de las garantías 

propias del debido proceso, de modo tal que frente a la administración “(...) el ciudadano pueda 

ejercer plenamente sus derechos de contradicción y defensa así como las demás garantías que le son 

inherentes (…)” . 

 

Uno de los ejemplos a la excepción de revocatoria directa de actos de contenido particular y 

concreto sin el consentimiento del titular se encuentra contenido en el artículo 72 de la Ley 160 al 

establecer que “(…) Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el INCORA podrá 

revocar directamente, en cualquier tiempo, las resoluciones de adjudicación de tierras baldías 

proferidas con violación a lo establecido en las normas legales o reglamentarias vigentes sobre 

baldíos (… ) En este caso no se exigirá el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. En 

lo demás el procedimiento de revocatoria se surtirá con arreglo a las prescripciones del Código de lo 

Contencioso Administrativo (…)” 



 

En este punto, la Corte Constitucional en la sentencia C-255 de 2012 reafirmó su vigencia 

normativa, considerando que dicha disposición no contradecía la Constitución Política de 1991, por 

cuanto la facultad de revocar unilateralmente los actos de adjudicación de baldíos, sin el 

consentimiento expreso y escrito del titular, respondía a fines constitucionalmente valiosos como 

“(…) (i) la garantía en el cumplimiento de la función social de la propiedad; (ii) propender por el 

acceso progresivo a la tierra de los trabajadores agrarios; y (iii) la concreción del deber del Estado 

de promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, en su obligación de adoptar 

medidas de protección a favor de quienes, por su difícil condición económica, se encuentran en 

circunstancias de debilidad manifiesta en el sector agropecuario (...)” (Negrillas fuera de texto). 

 

No obstante, la ratio decidendi de la sentencia C-255 de 2012 se circunscribe en afirmar de forma 

categórica que no cualquier incumplimiento de las normas autoriza la intervención unilateral de la 

administración. Al respecto, señala que la revocatoria de actos administrativos de adjudicación de 

baldíos sólo puede tener cabida ante actos manifiestamente ilegales o que deriven en la violación de 

requisitos sustantivos o materiales de la adjudicación de baldíos, vale decir, aquellos que afecten de 

manera sensible los fines que subyacen en estos programas o que impliquen una grave distorsión de 

los mismos, cuando la titulación no recaiga en sus destinatarios legítimos –los sujetos de debilidad 

manifiesta del sector agropecuario, merecedores de la especial protección del Estado-, sino que 

termine en manos de quienes por sus privilegios económicos, sociales, políticos, o de cualquier otra 

índole, tengan la capacidad de interferir negativamente en el cumplimiento de la función social de la 

propiedad  y el acceso progresivo a la tierra rural .  

 

Atendiendo a las anteriores consideraciones, cuando el despojo se ha producido a causa de un actuar 

de la administración, sin consideración a las condiciones especiales de la población desplazada 

víctima del conflicto armado, se justifica con observancia del debido proceso, una actuación directa 

de la misma con el fin de adoptar los correctivos necesarios y restablecer las cosas a su estado 

originario, contribuyendo a la restitución jurídica y material del bien despojado.   

 

 

 REVOCATORIA DIRECTA POR LA UNIDAD DE RESTITUCION DE TIERRAS 

 

Pero también el proceso de aprendizaje durante el tiempo de ejecución de la Ley 1448, ha permitido 

establecer que para aquellos casos de inclusión en el Registro de Predios de la Unidad de 

Restitución de Tierras donde se ha incurrido en fallas que no se advirtieron oportunamente, 

básicamente imputables al interesado que ha engañado a la administración para obtener el beneficio 

de ingreso, a la insuficiencia probatoria por dificultades, o a error humano de los funcionarios,  

entre las principales razones, no debe someterse la decisión de revocar el acto al consentimiento 

precisamente de quien irregularmente ha logrado su inscripción. No debemos olvidar que la Unidad 

trabaja en áreas rurales y escenarios alejados donde  las pruebas y los elementos que deben servir de 

fundamento para ingresar en el registro son débiles, o han desparecido o simplemente no se 

consiguen lo que obliga a aplicar criterios de buena fe respecto de las declaraciones de las presuntas 

víctimas, que en muchas ocasiones facilitan el aprovechamiento inescrupuloso de quienes ven la 

oportunidad de apropiarse de derechos ajenos o por lo menos en discusión.  

 

Cuando se identifican estos casos, creemos que no se debe someter la revocatoria a la aceptación de 

quien obtuvo el provecho, o al largo y dispendioso camino de lo contencioso administrativo para 

revocar el propio acto irregular, pues todo esto iría en contravía de los derechos  e intereses de las 

verdaderas víctimas y en beneficio de quien ilegalmente ha logrado un reconocimiento previo en el 

Registro que luego puede materializar como derecho en sede judicial. Las causales son taxativas y 

exigentes para que precisamente no se abuse o extralimite en su objetivo, que no es otro que 



simplificar los trámites y aplicar rápida y cumplida justicia en este escenario tan particular como 

complejo. 

 

En general estas nuevas competencias que buscan mejorar la aplicación de los derechos  de las 

víctimas, también van acompañadas de elementos jurídicos  novedosos y favorables a la victimas y 

al buen desarrollo de los procesos. La fuente legal para eximir de responsabilidad penal a las 

víctimas por sus declaraciones que podrían entenderse autoincriminantes; la necesidad de adelantar 

los procedimientos y actuaciones del estado sin hacer más gravosa o traumática la situación de las 

víctimas, reconociendo el principio de la acción sin daño; la posibilidad de fallar sobre derechos o 

beneficios no pedidos o aumentarlos en calidad y cantidad en las solicitudes por desconocimiento 

legal o de la oferta institucional; la solicitud temprana de información para poder decidir sobre 

aspectos mineros que afectan los predios a restituir;  la claridad sobre las fuentes de interpretación 

de las normas en este escenario particularmente incidido por el conflicto armado y sus actores que 

terminaron imponiendo sus propias reglas y normas que desconfiguraron el derecho y los derechos, 

constituyen elementos jurídicos incorporados al texto, que permiten fortalecer  sin equívocos la 

filosofía finalista de la ley 1448.  

 

 

FORTALECIMIENTO DE LA JUSTICIA ESPECIALIZADA EN RESTITUCIÓN DE 

TIERRAS 

 

La iniciativa de un fortalecimiento a la Rama Judicial en cuanto a la implementación y desarrollo de 

la  justicia transicional en la jurisdicción civil, tiene como propósito, de un lado establecer 

adecuaciones institucionales para responder desde el Poder Judicial al reto de restituir cerca de 

2´000.000 de hectáreas despojadas como lo ha anunciado el gobierno nacional, en los próximos 

ocho años, y de otro hacer ajustes procesales que permitan mayor agilidad y efectividad de los 

procesos judiciales de restitución de la ley 1448, así como de los procesos administrativos 

propuestos en este proyecto de ley, en tanto lleguen a la sede judicial. 

 

Teniendo en cuenta, lo que viene indicando la experiencia de estos primeros dos años largos  de 

vigencia de la ley 1448 de 20112, en la cual los Juzgados y Sala Especializados en Restitución han 

proferido  sentencias y medidas cautelares, puede señalarse lo siguiente: 

 

1. Es necesario ofrecer la mayor independencia a los Juzgados y Salas Especializadas en 

Restitución, frente a la dinámica del resto de los despachos judiciales, teniendo en cuenta los 

tiempos breves de esta justicia y sus necesidades particularidades en el marco de la justicia 

transicional. 

2. La Rama Judicial, al igual que lo regulado en la ley 1448 de 2011 para la Procuraduría 

General de la Nación y la Superintendencia de Notariado y Registro, requiere una adecuación de su 

institucionalidad, para atender las necesidades de administrar los instrumentos de la justicia 

transicional en la jurisdicción Penal y Civil. La ley 1448 de 2011 no hizo un énfasis especial en 

fortalecer la administración judicial, para responder a los nuevos retos de la transición. 

 

3. Al igual que los grupos étnicos, las comunidades campesinas deben contar con mecanismos 

expeditos para proteger sus tierras, en riesgo de despojo o de los que son privados de sus derechos, 

en el mismo sentido que los decretos leyes 4633 y 4635 de 2011, lo prevén para los 

afrodescendientes e indígenas. 

 

4. La experiencia recibida tras casi 3  años de aplicación de la ley, ha permitido hallar 

situaciones particulares que requieren tratamiento jurídico consecuente con esas realidades. En esta 

medida, por ejemplo se han encontrado familias que han adquirido terrenos en escenarios de 



violencia, desprendidas de cualquier interés subrepticio o ambición mezquina, y sin embargo deben 

a asumir los costos y cargas que impone ser opositor en los procesos, en la mayoría de casos con 

desconocimiento del derecho, falta de asesoría y carencia de recursos económicos para afrontar su 

defensa, por lo que terminan perdiendo el capital invertido, su trabajo, el esfuerzo de la familia y 

teniendo que desocupar lo que consideraban ya era suyo.  

 

En el fondo se trata también de victimas que directa o indirectamente han recibido los efectos 

perjudiciales de la violencia en esas zonas. Estas situaciones deben propiciar un tratamiento 

diferencial en cuanto a la carga de probar la buena fe exenta de culpa cuando las condiciones 

exegéticas conlleven una injusticia en su aplicación. La buena fe simple, como elemento reconocido 

en la propia Constitución Política, aquí ofrece una posibilidad para estas personas especialmente 

vulnerables y con dificultades para defender sus intereses, por lo que es pertinente darles este 

mecanismo menos exigente desde el punto de vista legal y procesal para que puedan proteger sus 

derechos y los de sus familias una vez el Juez establezca la situación diferencial  que concluye en 

que realmente no se trata de despojadores. Bajo estas mismas características y condiciones 

personales, el Juez puede admitir la conciliación entre los intereses de las partes, con un papel 

protagónico para evitar desequilibrios o injusticias. 

 

 

DIFERENCIAS ENTRE MEDIDAS TRANSFORMADORAS Y MEDIDAS DE APOYO 

POST-RESTITUCIÓN 

 

El proyecto de ley ofrece una diferenciación necesaria entre medidas de reparación transformadora 

y medidas de apoyo post-restitución, con el objetivo de contribuir al alcance normativo de la 

reparación transformadora establecida como principio en la Lley 1448 de 2011. Así, para el 

proyecto, las medidas de apoyo post-restitución son acciones promocionales del Estado que buscan 

complementar la restitución para efectos de que ésta sea sostenible desde una perspectiva socio-

económica.  

 

De esta manera, son medidas indispensables y necesarias para garantizar el uso y goce del derecho 

restituido por parte de la víctima. En el caso de la restitución de tierras, por ejemplo, son, en 

principio, de carácter individual pero pueden existir medidas de mayor alcance en tanto pueden 

promover actividades económicas asociativas entre víctimas para la reactivación productiva de los 

predios. Un punto de quiebre importante en esta materia, es que las acciones que el Estado brinda 

para hacer sostenible la restitución no son servicios sociales ni asistenciales, sino programas 

promocionales de  recuperación de la capacidad de agencia y de la autonomía de las víctimas. Un 

apoyo productivo integral para un predio restituido es un claro ejemplo de este tipo de medidas. 

 

Por su parte, para el proyecto de ley, las medidas transformadoras tienen un enfoque de impacto a la 

situación de vulnerabilidad de la víctima en sentido amplio. Ello porque se parte del supuesto según 

el cual, la situación de vulnerabilidad que ostentaba la víctima antes del hecho victimizante pudo 

facilitar la comisión del mismo. No se puede devolver a la víctima a dicha situación, sino que debe 

dársele un plus.  De esta manera, las medidas de carácter transformador adquieren una dimensión 

que las vincula con garantías de no repetición porque impedirían  que se facilite nuevamente la 

ocurrencia de las violaciones. Para ello, el Estado debe propiciar acciones que permitan la 

superación de las condiciones de debilidad manifiesta de las víctimas y garantizar la participación 

de las mismas en las decisiones que las afectan.  

 

De esta manera, puede decirse que las medidas transformadoras pueden ser servicios sociales 

complementarios a la restitución, pero también estabilizadoras de la nueva situación de los 

restituidos, como quiera que buscan impedir nuevos despojos, por ejemplo con la entrega  de la 



propiedad cuando el vínculo de aquellos con su tierra era informal, no reconocido por el Estado y la 

sociedad, por lo que facilitó  y continuaría siendo  factor facilitador de usurpación de derechos. Pero 

es importante tener en cuenta que no se trata de servicios sociales ordinarios sino que deben contar 

al menos con los siguientes rangos: 1) ser diferenciados y tener un plus adicional a los servicios 

sociales ordinarios que se prestan al común de la ciudadanía; 2) prestarse de manera 

complementaria y no supletoria, es decir, no como reemplazo a la medida de restitución; 3) 

prestarse junto con medidas de resarcimiento simbólico. Estas medidas pueden ser individuales y 

especialmente colectivas. Un claro ejemplo de una medida transformadora es recomponer la 

infraestructura vial de acceso a los predios restituidos y que una de esas vías lleve el nombre de un 

líder comunitario victimizado. 

 

Son los anteriores argumentos motivos amplios y suficientes para presentar ante el Honorable 

congreso de la República, el Presente proyecto de Ley , el que permitirá contribuir con la 

consolidación de la llamada justicia transicional en el marco del proceso de verdad, justicia y 

reparación que experimenta el país partir de la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011, con esta 

Ley estará el órgano legislativo enviándole un mensaje claro a la sociedad y en especial a las 

víctimas del conflicto armado una señal clara de su compromiso con la PAZ en nuestro país. 
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PROYECTO DE LEY No. _____ 



MEDIANTE LA CUAL SE ESTABLECEN MEDIDAS Y TRÁMITES 

ADMINISTRATIVOS  COMPLEMENTARIOS Y MODIFICATORIOS Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES A LA LEY 1448 DE 2011 

 

CAPÍTULO I.  

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente Ley tiene por objeto establecer procedimientos y medidas 

complementarias a la ley 1448 de 2011 para la restitución jurídica y/o material de predios 

despojados o abandonados forzosamente, adecuar la jurisdicción ordinaria a las necesidades en esta 

materia. 

Los aspectos no regulados por la presente ley que incidan en su aplicación, así como los vacíos y 

alcances de sus normas se interpretarán en concordancia con los Títulos I, II y IV de la Ley 1448 de 

2011, sus decretos reglamentarios, la Ley 1437 de 2011 y la jurisprudencia sobre víctimas, en 

especial la referida a la restitución de sus tierras. 

 CAPÍTULO II. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS Y 

ABANDONADAS 

 

ARTÍCULO 2. TITULARES. El presente  capítulo  establece el procedimiento a través del cual, 

pueden acudir a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 

y Abandonadas las personas a las que se refiere el artículo 75 de la Ley 1448 de 2011 cuando no 

existan terceros que puedan tener o tengan iguales o mejores derechos que aquellas, o que se 

opongan a la intención del solicitante, sobre el predio objeto de restitución. Lo anterior, sin 

perjuicio de las situaciones propias de la prescripción adquisitiva que se trata adelante.   

Para los titulares, previo el agotamiento del trámite aquí señalado y el cumplimiento de los 

requisitos previstos, procederá la restitución o compensación administrativa con criterio 

transformador por parte de la  Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras, 

mediante acto jurisdiccional motivado. Las personas mencionadas podrán acudir al trámite judicial 

si así lo prefieren, de acuerdo con lo señalado en la Ley 1448 de 2011. 

ARTÍCULO 3. COMPETENCIA. Será competente para tramitar las solicitudes de restitución de 

que trata el artículo anterior, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución De 

Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente. 

PARÁGRAFO PRIMERO. Para el debido cumplimiento de la competencia señalada, se creará al 

interior de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, una 

oficina especializada en la restitución administrativa de tierras, con presencia en cada una de las 

Direcciones Regionales de la Unidad, exclusivamente dedicada a la realización de los trámites 

contemplados únicamente en el presente capítulo, con un reglamento de funcionamiento especial en 



el que se garantice la independencia y autonomía de sus decisiones.  En la estructura interna de 

dicha oficina se establecerá un nivel de carácter jerárquico que garantice el debido trámite de los 

recursos procesales correspondientes. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En todo caso, se deberá garantizar que las funciones jurisdiccionales 

de que trata el presente artículo sean desarrolladas por funcionarios distintos a los encargados de los 

temas misionales de la Unidad, entre los cuales, no medie relación alguna de sujeción jerárquica o 

funcional en lo que atañe a la restitución administrativa, con otros funcionarios de la misma entidad 

ni de otras entidades.  

ARTÍCULO 3. FACULTADES. Facúltese a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierras Despojadas, para que de acuerdo con lo previsto en el inciso 3°del artículo 

116 de la Constitución Política, cumpla funciones jurisdiccionales temporales por el período de 

vigencia de la presente ley para decidir de fondo sobre los procesos descritos en este capítulo, 

incluyendo los relacionados con la prescripción adquisitiva del dominio, en cuyo caso los actos 

jurisdiccionales de restitución  producirán los efectos  previstos en el numeral 10 del artículo 375 

del Código General del Proceso. 

ARTÍCULO 4. CONTENIDO DE LA SOLICITUD. La solicitud de restitución por vía 

administrativa deberá contener: 

a. La identificación del predio despojado o abandonado, detallando entre otros aspectos a las 

Entidades Territoriales a las que pertenezca (Departamentos, Municipios, Corregimientos, 

veredas, linderos,  colindantes y cabida). 

b. Identificación de la o las personas que fueron despojadas u obligadas a abandonar el predio, 

y del solicitante de la restitución, incluyendo copia de su documento de identificación y su 

huella dactilar. En caso de que este último declare no tener documento de identificación, la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas procederá 

a realizar internamente los trámites necesarios para que la Registraduría Nacional del 

Estado Civil, la expida. El trámite aquí señalado en ningún caso suspenderá el de la 

solicitud de restitución. 

c. Una exposición de las circunstancias de modo, tiempo y lugar previas, durante y posteriores 

a la ocurrencia del despojo o abandono y en la que se narre la relación jurídica de las 

víctima frente al predio. 

d. En caso de existir, anexar a la solicitud todos aquellos documentos que acrediten un vínculo 

jurídico entre la víctima del despojo o abandono y el bien reclamado. 

e. Los documentos que acrediten la condición de cónyuge, compañera o compañero 

permanente, su núcleo familiar,  herederos del poseedor, ocupante, o titular del bien, en 

aquellos casos en los que éste haya fallecido o desaparecido forzosamente. 

f. Lo que se pretende con la solicitud. 



PARÁGRAFO La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 

Despojadas en cumplimiento del principio de colaboración armónica, y teniendo en cuenta la 

documentación soporte allegada por el solicitante, de manera oficiosa adelantará los trámites 

necesarios ante las entidades vinculadas al proceso de restitución para la obtención de información 

adicional a la aportada por él. 

ARTÍCULO 5.  PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD. La presentación de la solicitud podrá 

realizarse en cualquier sede a nivel Nacional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierras.  

Cuando una institución del Estado o un funcionario público en ejercicio de sus funciones conozca  

de la existencia de casos susceptibles de ser resueltos por los mecanismos contemplados en esta ley, 

deberá ponerlos inmediatamente en conocimiento de la Unidad Administrativa Especial de Gestión 

de Restitución de Tierras, adjuntando los documentos o pruebas que tengan en su poder, so pena de 

incurrir en falta disciplinaria. 

PARÁGRAFO A partir de la interrelación entre las bases de datos disponibles en los sistemas de 

información de las instituciones involucradas en el capítulo 3° del Título IV  de la Ley 1448 de 

2011, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas en 

procura de aplicar el sentido de la reparación integral, identificará y ubicará grupos de víctimas que 

no hayan solicitado los trámites aquí contemplados con el objetivo de informarles y facilitar su 

acceso a los mismos, priorizando los procesos de retornos y reubicaciones que adelanta la Unidad 

de Atención y Reparación de Víctimas.  

ARTÍCULO 6 ACTO DE INICIO. Recibida la solicitud, la Unidad Administrativa Especial De 

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y Abandonadas, dentro de los tres (3) días siguientes 

expedirá acto motivado mediante el cual avoca conocimiento y ordena el inicio del procedimiento 

administrativo de restitución de tierras despojadas o abandonadas forzosamente. Dicho acto 

dispondrá lo siguiente: 

a)  La fecha y hora para la realización de visita al inmueble objeto de restitución, la cual 

deberá llevarse a cabo dentro de los quince (15) días siguientes a la expedición del acto 

administrativo. 

 

b) Requerimiento a las autoridades judiciales competentes para que informen si el inmueble a 

restituir es objeto de proceso judicial alguno; si así fuere, verificará el estado del mismo. 

 

c) La orden de inscripción del presente acto de inicio del proceso de restitución administrativa, 

en el folio de matrícula del inmueble respectivo, con carácter preventivo y publicitario, 

conforme a lo señalado en el artículo 73 numeral 6º de la Ley 1448 de 2011. Si no existiere 

folio ordenará su apertura y la respectiva inscripción. 

 

d) Consulta a las Alcaldías vecinas del predio para verificar los pagos o deudas por concepto 

de impuestos municipales y requerimiento a las demás autoridades y particulares que deban 

prestar apoyo con información u otras formas de colaboración para la buena marcha del 

trámite. 



 

El acto se comunicará a través de aviso, se notificará al solicitante y al Ministerio Público y contra 

él no procederá recurso alguno. En todo caso, los trámites se acumularán en aquellos casos en que 

las diferentes solicitudes estén vinculadas a un mismo predio; a predios colindantes o pertenecientes 

a la misma vecindad; o cuando la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras Despojadas lo evalúe pertinente, independientemente del número de reclamantes y sus 

pretensiones. 

 

PARÁGRAFO. En aquellos casos en los cuales el inmueble no tenga folio de matrícula 

inmobiliaria, o no se encuentre plenamente identificado, la apertura del respectivo folio y/o la orden 

de inscripción de la medida de protección según sea el caso, se llevarán a cabo una vez se rinda el 

informe técnico de la inspección o visita al inmueble de que trata el Artículo 8 de la presente Ley. 

Para éstos efectos la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 

Despojadas identificará física y jurídicamente el predio con sus linderos, cabidas y 

georreferenciación. 

ARTÍCULO 7. VISITA AL INMUEBLE OBJETO DE RESTITUCIÓN.  La visita de que trata 

el literal a) del artículo anterior, se llevará a cabo por los funcionarios de la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, a la que  asistirán junto con el Ministerio 

Público. A esta diligencia tmabién podrán asistir y hacerse presentes el reclamante, el Presidente de 

la Junta de Acción Comunal del lugar donde se encuentra el predio, quienes se consideren con 

derechos sobre el mismo, y aquellas personas que la Unidad considere pertinente convocar por los 

aportes que pueden ofrecer al cumplimiento de sus objetivos. La inspección tendrá como fin 

identificar físicamente el predio, linderos, su área, presencia de ocupantes, cultivos y/o ganadería 

existente, construcciones, explotaciones económicas y demás elementos pertinentes para el proceso 

de restitución. 

De la visita se levantará un acta firmada por los funcionarios que la adelantaron y sus intervinientes, 

la cual deberá anexarse al informe técnico de que trata el artículo 9º de la presente ley. De ser 

posible, se tomarán declaraciones de vecinos con el fin de establecer el vínculo del reclamante con 

respecto al predio, el término de ocupación del predio por parte de los reclamantes o de otras 

circunstancias que se consideren relevantes en el momento de la visita y las mismas se anexarán al 

acta. También podrán adelantarse válidamente ejercicios de cartografía social. La Unidad al realizar 

las diligencias deberá atender siempre la situación de riesgo aplicando las medidas establecidas en 

los artículos 31 y 32 de la Ley 1448 de 2011 cuando fuere necesario. 

ARTÍCULO 8.  INFORME TÉCNICO DE LA INSPECCIÓN O VISITA AL INMUEBLE.  

En un término no superior a ocho (8) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la visita, los 

funcionarios que la practicaron, rendirán informe que contendrá por lo menos los siguientes 

aspectos: 

a. Nombre y localización del inmueble, con indicación del departamento, municipio, 

inspección de policía y vereda donde se encuentre. 

 



b. Los linderos del predio, con sujeción a los puntos cardinales a partir de un levantamiento 

topográfico georreferenciado de acuerdo con los parámetros establecidos por el Instituto 

Colombiano de Desarrollo Rural - Incoder. 

c. De ser posible, el nombre e identificación de los predios colindantes. 

d. Claridad sobre el estado de abandono o permanencia del interesado en el predio. 

 

e. La clase de explotación del predio, con indicación de la porción ocupada o cultivada y la 

inculta, su grado de conservación, naturaleza de los cultivos, edificaciones, número y clase 

de ganado, extensión y estado de los cerramientos y demás mejoras instaladas en el predio; 

f. Información que indique si el predio hace parte o es aledaño a parques nacionales naturales 

constituidos, zonas de reserva o en general áreas protegidas, o si se halla en una zona de 

explotación minera para los efectos legales. 

 

g. Información relacionada acerca de si el predio se encuentra ocupado por personas diferentes 

al peticionario, indicando a qué título y la extensión aproximada que ocupan. Para tal efecto 

deberán adjuntar los testimonios o documentos que sean pertinentes;  

 

h. El estado del inmueble en relación con los pagos o deudas por concepto de impuestos 

municipales, así como la existencia de posibles afectaciones al derecho de dominio que por 

concepto de hipotecas, prendas, promesas de compraventa, entre otros, pueda tener el bien.  

 

i. Los demás datos o hechos que la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 

de Tierras Despojadas considere necesarios. 

 

PARÁGRAFO. En los casos de que trata el literal g, si la persona ocupante del predio es una 

víctima reasentada temporalmente y afirma su voluntad de desocuparlo o entregarlo, se aplicará la 

estrategia de reubicación de que trata la ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En el evento en el que se presente un tercero opositor, se le deberá 

notificar personalmente al solicitante de dicha situación, y se aplicará lo establecido en el artículo 

18 de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 9. PUBLICIDAD. Una vez recibido el informe de visita al inmueble, y en un tiempo 

no mayor a tres (3) días, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 

Despojadas ordenará publicar la solicitud por una vez en un medio masivo de comunicación de 

cobertura nacional,  así como en la página web de la entidad, con el objeto de emplazar a las 

personas que se crean con algún derecho a intervenir en el proceso administrativo, para que 

comparezcan dentro de los diez (10) días siguientes a la publicación; la fijación de aviso por el 

término de cinco (5) días hábiles en un lugar visible y público de cada una de las siguientes 

dependencias: Alcaldía Municipal, Personería, Junta de Acción Comunal, Inspección de Policía o 

corregimiento donde corresponda según la ubicación del inmueble objeto de restitución.  

El aviso debe contener:   

a) Identificación del solicitante. 

 

b) Identificación del predio. 



 

c) Naturaleza de la relación jurídica del solicitante con el inmueble objeto de restitución. 

 

d) El objeto de la publicación. 

 

e) Dirección y teléfono de la oficina de la Unidad Especial de Gestión de Restitución De 

Tierras Despojadas a la que deberán acudir quienes se sientan con derecho a intervenir en 

el proceso administrativo de restitución. 

 

Los mecanismos de publicidad contemplados en la presente ley se dirigen a asegurar la 

comparecencia de todas las personas que puedan estar interesadas en los trámites. Una vez vencidos 

los términos, se entenderá surtida tal finalidad. 

PARÁGRAFO. En el expediente se dejará constancia de la publicación del aviso, con la respectiva 

certificación expedida por el Director, Gerente o Administrador de la emisora o del periódico, según 

el caso, así como de la fijación del aviso y la correspondiente publicación en la página web de la 

entidad. Para tal efecto, cada una de las dependencias mencionadas en el presente artículo deberá 

remitir al día siguiente del vencimiento del término para la fijación del aviso, la respectiva 

constancia del cumplimiento de lo preceptuado en el presente artículo.  

ARTÍCULO 10. ACCESO DIFERENCIAL A MEDIOS DE COMUNICACIÓN. En virtud del 

Principio de Coordinación Interinstitucional y de Colaboración Armónica los medios de 

comunicación estatales y con participación estatal facilitarán la difusión gratuita de las actuaciones 

objeto de publicidad en el marco de la presente Ley, incluyendo aquellas que adelante el Instituto 

Colombiano de Desarrollo Rural –INCODER vinculadas a la restitución de tierras. En el mismo 

sentido el Gobierno nacional fijará de manera diferencial las tarifas para la publicidad de que trata 

el artículo anterior, las cuales podrán incluir la exoneración de pago. Con los anteriores propósitos 

reglamentará el acceso diferencial a los medios de comunicación, incluyendo la articulación con los 

medios privados en aplicación de lo señalado en los artículos 14 y 33 de la ley 1448 de 2011 en 

relación con la participación conjunta y el deber de solidaridad del sector privado en la consecución 

de la reconciliación nacional y la materialización de los derechos de las víctimas a través de los 

diferentes procesos. 

ARTÍCULO 11. VERIFICACIÓN DE INFORMACIÓN Y CIERRE DE LA ETAPA 

PROBATORIA. Cumplido el trámite anterior, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución De Tierras Despojadas procederá en el término de quince (15) días a determinar la 

veracidad del contenido de la solicitud, la condición de víctima del interesado o los interesados, su 

relación con el predio objeto de reclamación y la existencia o no de opositores potenciales o de 

terceros con igual o mejor derecho sobre el predio. Corresponde a la Unidad la obligación de 

recaudar los elementos probatorios mínimos necesarios para tal fin, para lo cual diseñará un 

protocolo en el que se contemplen criterios jurídicos y técnicos. Cumplido el anterior término, la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas procederá a 

decidir de fondo. De no haber elementos probatorios suficientes, el término podrá prorrogarse por 

una sola vez y hasta por diez (10) días, con el fin de que se alleguen las pruebas correspondientes 

ARTÍCULO 12. CRITERIOS DE VALORACIÓN PROBATORIA. El procedimiento 

administrativo de restitución de tierras despojadas y abandonadas forzosamente, siempre que se 

cumplan las condiciones aquí establecidas, se regirá por los principios contemplados en el artículo 



83 de la Constitución Política, en armonía con el artículo 5  de la ley 1448 de 2011; En el presente 

procedimiento se tendrán en cuenta las presunciones contempladas en el artículo 77 de la misma 

ley, cuando las mismas contribuyan a una decisión expedita y favorable a la víctima. 

ARTÍCULO 13. EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD PENAL. La información aportada 

por el solicitante en relación con cultivos ilícitos se mantendrá en reserva, y no implicará 

autoincriminación del declarante para efectos penales, de acuerdo con el derecho establecido en el 

artículo 33 de la Constitución Política. En este mismo sentido, el funcionario de la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas que por razón de sus 

funciones tenga conocimiento de esta información, no estará obligado a dar traslado a las 

autoridades penales, sin que tal omisión implique responsabilidad penal o disciplinaria para el 

mismo. 

ARTÍCULO 14. DECISIÓN. Una vez surtidos los trámites de que tratan los artículos anteriores, la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas con base en el 

material probatorio recaudado, en un término no superior a cinco (5) días, expedirá acto 

jurisdiccional motivado en el que decidirá la procedencia de la restitución por vía administrativa, la 

inclusión del predio en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, la remisión 

a las autoridades que fuere el caso, o la determinación que de acuerdo con lo recabado sea 

consecuente en derecho y favorable a las víctimas. 

Cuando el bien objeto de restitución administrativa corresponda a una posesión y se cumpla el 

tiempo establecido en la Ley para usucapir su derecho de dominio, aplicado a la luz del contexto de 

victimización y de la normatividad vigente más favorable, la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas otorgará el titulo correspondiente en favor del 

solicitante, del cónyuge, compañero o compañera permanente o pareja y los integrantes del grupo 

familiar con quien el beneficiario convivía al momento del despojo o abandono forzado.  

Para tal efecto, se tendrá en cuenta el desarrollo jurisprudencial, el respeto por sus derechos 

patrimoniales y la protección reforzada para mujeres, niños, niñas y adolescentes. La decisión, 

tendrá fuerza de sentencia y se registrará en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria, en el 

registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente y el Registro Único de Víctimas de que 

trata la Ley 1448 de 2011.  

En algunos casos, la decisión podrá contener elementos extra y ultra petita única y exclusivamente 

en favor del o los solicitantes y con base en sustentos fácticos debidamente probados. 

ARTÍCULO 15. GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA. Exclusivamente los actos 

jurisdiccionales que ponen fin a los trámites relacionados con la prescripción adquisitiva de 

dominio a que hace referencia el presente capítulo, podrán consultarse con el juez especializado en 

restitución de tierras y territorios competente, a petición del solicitante en interés particular o del 

Ministerio Público en defensa del interés general, la cual deberá presentarse en un término no 

superior a cinco (5) días contados a partir de la ejecutoria del acto señalado. Para estos efectos, la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas concederá la 

consulta y remitirá el expediente al juez especializado quien revisará el fallo consultado y podrá 

modificarlo de manera motivada conforme a las reglas de la sana crítica.  



La consulta se resolverá en el término de diez (10) días hábiles. Si se hiciere necesario decretar 

pruebas, este término se podrá prorrogar por una sola  vez  hasta por otros diez (10) días. La 

consulta se surtirá en el efecto devolutivo. 

Los actos jurisdiccionales no podrán ser demandados ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo y el juez que conozca de la consulta, deberá acogerse a los criterios establecidos en 

el artículo 41 de la presente Ley. 

ARTICULO 16. BALDIOS. En los casos en que la víctima haya ostentado la calidad de ocupante 

de un bien baldío, de predio del Fondo Nacional Agrario o de Subsidio Integral de Tierras y el 

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural –Incoder-, o el extinto INCORA, la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, una vez recibida la 

solicitud, remitirá, inmediatamente, el expediente con la solicitud de adjudicación dirigida al 

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural –INCODER-, para lo de su competencia de conformidad 

con lo establecido en los artículos 65 y subsiguientes de la Ley 160 de 1994 y en el artículo 107 del 

Decreto 019 de 2012, para que en un término improrrogable de cuarenta y cinco (45) días 

calendario se realice  la entrega material del predio, igualmente la entega material del predio podrá 

surtirse con anterioridad a la adjudicación y se aplicará la protección reforzada para mujeres, niñas, 

niños y adolescentes. 

En caso de que se profiera resolución de adjudicación, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural 

-INCODER, remitirá a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución De Tierras 

Despojadas copia de la resolución de adjudicación, para la inclusión en el Registro de Tierras 

Despojadas y Abandonadas Forzosamente. 

ARTÍCULO 17. PUBLICIDAD DE LA DECISIÓN. El acto jurisdiccional mediante el cual  

culmina el procedimiento se notificará al interesado, se publicará en la página web de la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, y se inscribirá en la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y cuando sea procedente, en el Catastro 

correspondiente al lugar de ubicación del predio restituido, entidades que contarán con un término 

de diez (10) días para realizar el correspondiente registro. 

Así mismo, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 

remitirá copia de la decisión debidamente ejecutoriada  a la Unidad Administrativa de Atención y 

Reparación a Victimas a fin de surtir el proceso de inclusión en el Registro Único Víctimas. 

ARTÍCULO 18. TRASLADO DEL CASO A LA VÍA JUDICIAL. En aquellos casos en que la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, previa 

verificación de los requisitos exigidos por el artículo 75 y 76 de la Ley 1448 de 2011, estableciere 

que existen opositores y/o personas con igual o mejor derecho que el del solicitante, mediante Acto 

motivado terminará la actuación y procederá a ordenar el registro del predio para que se entienda 

surtido el requisito de procedibilidad de que trata el artículo 76 de la ley 1448 de 2011. Contra el 

auto de traslado, no procede recurso alguno. 

La comparecencia al trámite de un presunto hijo, compañero o compañera permanente o pareja que 

afirme la existencia de una unión marital de hecho  con el reclamante al momento del 

desplazamiento forzado, abandono o despojo, cuya existencia haya sido declarada o no en los 



términos de la ley 979 de 2005, y éste la niegue, se entenderá como oposición para efectos del 

traslado aquí establecido.  

PARÁGRAFO. En todo caso, siempre que se adviertan posibles irregularidades o actividades 

fraudulentas en lo relacionado con las solicitudes de inclusión en el registro, la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras deberá ponerla en conocimiento de las 

autoridades competentes. Se incluyen en tales eventos, entre otros, potenciales suplantadores de las 

víctimas y personas que pretendan obtener provecho indebido del registro y de los trámites de 

restitución o compensación, así como las actuaciones de los funcionarios que puedan haber obrado 

de forma ilegal. 

 

ARTICULO 19. RECURSOS. Contra el acto jurisdiccional que decide sobre la solicitud de 

restitución de tierras procede el recurso de reposición ante el mismo funcionario que lo expidió,  y 

en subsidio el de apelación ante el jefe nacional de la oficina especializada en la restitución 

administrativa de tierras Despojadas. El término para resolver el  recurso de reposición no podrá ser 

superior a diez (10) días hábiles y el de apelación  a quince (15) días hábiles. 

ARTÍCULO 20.  DILIGENCIA DE ENTREGA MATERIAL. Una vez en firme la decisión de 

que trata el artículo 16 de la presente Ley y en un término no superior a cinco (5) días hábiles, el 

Director de la Unidad Administrativa Especial de Restitución de Tierras Despojadas o quien haga 

sus veces, iniciará de oficio la diligencia de entrega del bien restituido. La diligencia tiene por 

objeto la restitución material del inmueble y consiste en la notificación de la decisión y la ejecución 

material de entrega del inmueble. El trámite de esta diligencia seguirá las siguientes reglas: 

1. El Director de la Unidad Administrativa Especial de Restitución de Tierras Despojadas o quien 

éste haya delegado para realizar la diligencia de entrega se trasladará al lugar donde se 

encuentra el bien para entregarlo formalmente a la víctima restituida, para lo cual solicitará la 

presencia y colaboración del Alcalde o autoridad de policía competente, la Fuerza Pública y el 

Ministerio Público. 

 

2. La diligencia de entrega del bien no podrá suspenderse por ningún motivo, salvo que por 

razones de fuerza mayor o caso fortuito se imposibilite la celebración de la misma, tampoco  

estará sujeta a recurso alguno, o  a que se practique diligencia o incidente que pueda demorar la 

entrega material del bien. En la diligencia no se admitirá oposición alguna. 

 

3.   Los funcionarios convocados por la Unidad Administrativa Especial de Restitución de Tierras 

Despojadas  para acompañar la diligencia deberán cumplir en los términos establecidos en la 

respectiva orden, so pena de incurrir en las sanciones previstas en el parágrafo 3 del artículo 91 

de la ley 1448 de 2011. 

ARTICULO 21. PROTECCIÓN DE LA RESTITUCIÓN. Serán medidas y procedimientos de 

protección de la restitución material por vía administrativa, aquellas consagradas en el artículo 101 

de la Ley 1448 de2011, las cuales serán ordenadas en el acto administrativo que otorga la 

restitución. 



ARTÍCULO 22. RESTITUCION DE TIERRAS EN RESERVAS FORESTALES DE LEY 2ª 

DE 1959: Cuando se trate de áreas de reserva forestal clasificadas con capacidad de producción 

forestal y servicios ecosistémicos o de uso distinto al forestal de acuerdo con la zonificación y 

ordenación de las reservas de la Ley 2ª de 1959 definidas por el Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, podrán adjudicarse baldíos sin que sea necesaria la sustracción previa del 

área, siempre y cuando al momento de la adjudicación se haya iniciado el proceso de sustracción. 

En tales casos, se priorizará internamente por la entidad competente el procedimiento de 

sustracción. 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Agricultura, reglamentarán la 

materia, a efectos de determinar las actividades productivas que allí puedan realizarse, así como los 

lineamientos que deban observarse para su desarrollo. 

ARTÍCULO 23. REGIMEN DE TRANSICIÓN. Las solicitudes actualmente en trámite de 

estudio para la inscripción en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente de 

que trata el artículo 76 de la Ley 1448 de 2011, así como aquellos predios que estando inscritos en 

el mencionado registro sin que sobre los cuales se haya iniciado actuación judicial alguna y que no 

presenten oposiciones al proceso de restitución a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 

serán tramitados por el procedimiento administrativo dispuesto en el presente capítulo, siempre y 

cuando no se haya presentado demanda ante los Jueces de restitución. Si ya se ha presentado 

demanda, ésta seguirá siendo competencia de los jueces mencionados hasta que se terminen los 

procesos correspondientes, sin excluir en este caso el seguimiento post-fallo. 

CAPÍTULO III.  

REVOCATORIA DIRECTA DE ACTOS ADMINISTRATIVOS 

ARTÍCULO 24. REVOCATORIA DIRECTA. Para los propósitos de restitución contemplados 

en la presente ley, respecto de los actos administrativos proferidos por el Instituto Colombiano de 

Desarrollo Rural –INCODER– o del extinto INCORA, así como para el acto de registro de predios 

de que trata el artículo 76 de la ley 1448 de 2011 expedido por parte de la Unidad de Restitución de 

Tierras, procederá la revocatoria directa de sus propios actos sin que se requiera el consentimiento 

previo y expreso del titular, en las situaciones señaladas expresamente en el artículo siguiente.  

El procedimiento se surtirá de conformidad con las normas previstas en la Ley 1437 de 2011, salvo 

en lo relacionado con el consentimiento del titular. 

Los terceros que se puedan ver afectados con la decisión, deberán ser vinculados al trámite de 

revocatoria directa.   

ARTÍCULO 25. PROCEDENCIA DE LA REVOCATORIA DIRECTA. La revocatoria directa 

únicamente  procederá cuando el acto administrativo se haya proferido en las circunstancias que se 

describen a continuación: 

1. Cuando su expedición se haya realizado por parte de funcionario sin competencia o con 

desviación de poder.  

 



2. Cuando existan pruebas de haberse presentado una manifiesta ilegalidad en relación con su 

expedición o que el acto se haya expedido con manifiesta violación a los procedimientos 

legales. 

 

3. Cuando carezcan de motivación o hayan sido falsamente motivados. 

 

4. Cuando se hayan violado derechos fundamentales contemplados dentro del bloque de 

constitucionalidad.   

 

5. Cuando se identifique que en la conformación del acto o inscripción se incurrió en conductas 

tipificadas en la ley penal o se presenten irregularidades fehacientes surgidas directa o 

indirectamente de hechos acaecidos con ocasión del conflicto armado. 

 

6. Cuando el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - Incoder o el extinto INCORA, hayan 

dado aplicación a la condición resolutoria o caducidad por abandono del predio, sin tener en 

cuenta que éste se produjo como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos 

Humanos, con ocasión del conflicto armado interno. 

 

7. Cuando surjan pruebas sobrevinientes que incidan sustancialmente en el sentido de la decisión. 

 

PARÁGRAFO PRIMERO. El presente artículo no será aplicado en casos donde se aduzcan 

razones de incumplimiento de requisitos o falencias meramente formales. Las autoridades señaladas 

en el presente artículo, una vez revocados los actos o inscripciones, deberán hacer las denuncias 

respectivas ante la Fiscalía General de la Nación. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En caso que el acto administrativo haya sido demandado ante la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, será procedente la suspensión del proceso judicial a 

solicitud del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural- Incoder o la Unidad de Restitución de 

Tierras, para que puedan culminar el trámite administrativo de revocatoria directa. 

PARÁGRAFO TERCERO. Para efectos de la revocatoria, se aplicará la presunción establecida en 

el numeral 3 del artículo 77 de la ley 1448 de 2011. 

CAPÍTULO IV 

DISPOSICIONES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA JUSTICIA ESPECIALIZADA 

EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS Y TERRITORIOS  

 

ARTÍCULO 26. ADECUACIÓN DE LA SALA ADMINISTRATIVA. La Sala Administrativa 

del Consejo Superior de la Judicatura adecuará dentro de los seis (6) meses siguientes a la 

expedición de esta ley, su estructura interna para responder a las obligaciones de la ley 1448 y 

decretos leyes 4633,4634 y 4635 de 2011, la cual deberá estar compuesta por el personal 

interdisciplinario, profesional, técnico y operativo necesario para atender las disposiciones 

administrativas relacionadas con la implementación, diseño y ejecución del enfoque de justicia 

transicional por parte de los jueces y magistrados de tierras. 



 

ARTÍCULO 27. TRIBUNALES DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS Y TERRITORIOS. Para 

dar mayor autonomía, independencia y eficiencia a los jueces de tierras, las Salas Especializadas de 

Restitución de Tierras, de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, previstas en la Ley 1448 de 

2011, pasarán a ser a partir de la expedición de la presente Ley Tribunales de Restitución de Tierras 

y Territorios.  

PARÁGRAFO. Las sentencias que profieran los Tribunales señalados de que trata el presente 

artículo, serán enviadas, una vez sean notificadas a las partes, a la Sala de Casación Civil y Agraria 

de la Corte Suprema de Justicia para su revisión. 

ARTÍCULO 28. JUZGADOS ESPECIALIZADOS EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS Y 

TERRITORIOS. Los Juzgados Civiles de Circuito Especializados en Restitución de Tierras, 

pasarán a ser Juzgados Especializados en Restitución de Tierras y Territorios.  

PARÁGRAFO. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, estos jueces tendrán como 

competencia, la de decidir el grado de consulta sobre los actos jurisdiccionales de que trata el 

artículo 15 y mantendrán su competencia para decidir en aquellos casos de restitución sin oposición 

cuya demanda haya sido presentada con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley y 

aquellos que por voluntad del solicitante manifiesten que se deben surtir por esta vía, según lo 

previsto en el inciso 2° del artículo 2° de la Presente Ley. 

ARTÍCULO 29. COMPETENCIA TERRITORIAL. Con el objeto de garantizar el acceso a la 

justicia y la eficacia de la justicia, la competencia territorial de los juzgados y Tribunales de 

Restitución de Tierras y Territorios, será diferente a la del resto de juzgados y tribunales del país. 

Competerá a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura establecer la organización 

territorial correspondiente. 

ARTÍCULO 30. REGLA DE INTERPRETACIÓN PROCESAL. Como fuentes de 

interpretación frente a los vacíos procesales de carácter judicial contemplados en la Ley 1448 de 

2011, se acudirá preferencialmente al trámite establecido para la tutela en el Decreto Ley 2591 de 

1991, el bloque de constitucionalidad y la jurisprudencia constitucional emitida sobre el tema. 

Atendiendo el deber contemplado en el numeral 5 del artículo 178 de la Ley 1448, no se deberán 

pedir requisitos no contemplados en la misma ley para iniciar los procesos, ni exigirle a las 

víctimas, so pena de negarles su acceso, información o pruebas que la institucionalidad o los 

particulares puedan aportar con mayor facilidad. 

Los Magistrados y Jueces señalados en este capítulo, atendiendo las características especiales del 

tercero interviniente u opositor, exclusivamente cuando éste acredite situaciones como pobreza, 

vulnerabilidad histórica, desplazamientos sucesivos, condición de víctima del conflicto armado, que 

reflejen la inexistencia de intereses abyectos, establecerá tratos diferenciales en relación con la 

demostración de la buena fe calificada. Conforme a lo anterior, podrá decretar en su favor las 

compensaciones de que trata la ley 1448 de 2011 u ordenar otras medidas alternativas o 

complementarias, consultando los principios constitucionales de equidad y razonabilidad en la 

fundamentación de su decisión y de especial protección de las personas que se encuentren en 

circunstancias de debilidad manifiesta.  



Los requisitos de la solicitud de restitución de tierras son de carácter taxativo y los jueces no podrán 

hacer una interpretación extensiva de ellos. 

PARÁGRAFO. En el auto que admite la solicitud en los procesos de que trata la Ley 1448 de 2011 

y la presente ley, se requerirá información a las autoridades respectivas sobre existencia de licencias 

ambientales, autorizaciones de exploración o contratos de concesión minera en el lugar donde se 

encuentra ubicado el predio objeto de restitución. Con base en dicha información, el juez o la 

autoridad competente tomará las decisiones contempladas en el literal 2.b del artículo 77, el 

parágrafo del artículo 86, el literal m del artículo 91 y el parágrafo 2 del artículo 95 de la ley 1448 

de 2011. 

ARTÍCULO 31. AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN. En aquellos casos en que expresamente las 

partes manifiesten su voluntad de solucionar sus diferencias sobre medidas materiales 

complementarias a la restitución, el juez o magistrado previa comprobación de la voluntad libre, 

consciente, informada e inequívoca de las partes para conciliar, ordenará la celebración de una 

audiencia dentro de los tres (3) días siguientes a su solicitud, para lo cual se tendrán en cuenta los 

siguientes aspectos:   

 

La audiencia solo podrá realizarse cuando el tercero interviniente cuente con características 

especiales de pobreza, vulnerabilidad histórica, desplazamientos sucesivos, condición de víctima 

del conflicto armado, que reflejen la inexistencia de intereses abyectos. 

 

Cuando exista la intención informada, voluntaria, consciente y libre de cualquier vicio de la víctima 

solicitante y el tercero interviniente de llegar a un eventual acuerdo sobre las pretensiones que 

dieron lugar al proceso, el Juez o Magistrado ponente de Restitución de Tierras Despojadas podrá 

autorizar, mediante el trámite incidental, la celebración de una audiencia entre las partes. Dicha 

audiencia solo podrá ser convocada a solicitud de ambas partes de común acuerdo.  

 

El Magistrado ponente o el Juez encargado de la restitución del predio actuará como garante de los 

derechos de las víctimas. Adicionalmente, en estos casos el magistrado deberá atender 

irrestrictamente a los siguientes criterios de decisión: 

 

1. Considerar las condiciones socioeconómicas y personales de las partes para efectos de 

garantizar un acuerdo justo y equilibrado. 

 

2. Actuar como garante constitucional de los derechos fundamentales de las víctimas. 

 

3. Garantizar el ejercicio pleno de la propiedad en favor de la víctima reclamante. 

 

PARÁGRAFO PRIMERO. En ningún caso la audiencia de que trata el presente artículo 

constituirá requisito de procedibilidad para que el solicitante pretenda la protección de sus derechos 

por vía judicial. 

 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En el evento en el que el Juez o Magistrado se percate de la ausencia 

de libertad, consciencia, información o carácter inequívoco en la voluntad de las partes, declarará 



fallida la audiencia por medio de un auto, en donde dispondrá que se continúe el procedimiento 

judicial para la restitución jurídica y material del bien. Dicho auto no será objeto de recurso alguno. 

 

PARÁGRAFO TERCERO. En los eventos en los que se logre un acuerdo, el superior jerárquico 

del Juez de restitución o la sala a la cual pertenece el Magistrado Ponente procederá a realizar un 

control de legalidad sobre dicho acto, en el que se verificará que los sujetos intervinientes tengan 

capacidad y garantías para actuar dentro de la audiencia, que hayan acudido a la audiencia de 

manera libre y voluntaria, y que dicho acuerdo identifica plenamente la voluntad de las partes. Para 

el efecto, se remitirá el expediente al día siguiente. Una vez realizado este control, y de versar el 

acuerdo sobre la totalidad de las pretensiones, se dará fin al proceso. 

 

PARÁGRAFO CUARTO. En ningún caso se llevará a cabo la audiencia de que trata el presente 

artículo, cuando una de las partes sea un tercero opositor de los que tratan los artículos 91 (literales 

r y s), 98 y 99 de la ley 1448 de 2011. 

PARAGRAFO QUINTO. En ningún caso la conciliación versará sobre los derechos a la 

restitución, la justicia y la verdad sobre el despojo y abandono forzado de tierras. 

ARTÍCULO 32. FUERO DE ATRACCIÓN DE CONFLICTOS CIVILES SUBYACENTES. 

Cuando existan conflictos civiles subyacentes en relación con el predio objeto de restitución o el 

estado civil de las víctimas reclamantes, los Jueces y Magistrados de Restitución tendrán 

competencia para resolverlos de fondo en la sentencia de restitución, teniendo en cuenta los 

criterios de flexibilidad probatoria y procedimental contenidos en la ley 1448 de 2011 y la presente 

ley.  

De esta manera, los Jueces y Magistrados de Restitución activarán el fuero de atracción en relación 

con aquellas circunstancias jurídicas que requieran una decisión de fondo en materia de filiación, 

sucesiones u otras de las cuales dependa el reconocimiento de mujeres, niños y niñas en el proceso 

de restitución de predios, de manera que no haya prejudicialidad en relación con los procesos 

ordinarios que deban surtirse para dicho reconocimiento. Las decisiones de fondo serán resueltas 

por el Juez o Magistrado de Restitución en todos los casos. El fuero de atracción suspenderá los 

procesos de restitución hasta por un (1) mes. 

ARTÍCULO 33. DECLARACIÓN JUDICIAL DE EXISTENCIA DE LA UNIÓN MARITAL 

DE HECHO. Para efectos de probar la existencia de la unión marital de hecho entre compañeros 

permanentes, la declaración de que trata el numeral 3º del artículo 2 de la ley 979 de 2005, será 

decidida por el Juez de restitución mediante audiencia en la que se valorarán tanto las declaraciones 

de los presuntos compañeros y sus hijos o miembros del núcleo familiar, como testimonios de 

terceros y cualquier otro medio de prueba. El Juez fijará la fecha de realización de la audiencia en 

un término máximo de diez (10) días contados a partir de la admisión de la demanda.  

El Juez podrá decidir la declaración de existencia de la Unión Marital de Hecho cuando ésta 

proceda, al finalizar la audiencia; si no existieren los elementos suficientes para su reconocimiento 

podrá negarla al momento de dictar la sentencia que pone fin al proceso. En todo caso contra la 

determinación del Juez procederá el recurso de reposición. 



PARÁGRAFO PRIMERO. De existir un proceso ordinario pendiente de declaración de existencia 

de unión marital de hecho entre compañeros a la luz de la ley 979 de 2005, el Juez de restitución 

ordenará al juez de familia remitir el expediente en que se encuentra para dar aplicación al fuero de 

atracción contemplado en el artículo 95 de la ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. La no comparecencia injustificada del presunto cónyuge a la 

audiencia será valorada por el Juez de restitución como un indicio grave en su contra. 

ARTÍCULO 34. OPORTUNIDAD DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. Las medidas 

cautelares a que se refiere el parágrafo del artículo 86 de la Ley 1448 de 2011, podrán ser ordenadas 

inclusive antes de la iniciación del trámite judicial por las mismas razones allí previstas, de oficio o 

a petición del Ministerio Público o de cualquier entidad o persona que con fundamento las solicite. 

Contra las medidas cautelares proferidas por los jueces o magistrados de restitución, no será 

admisible ningún tipo de recurso. 

ARTÍCULO 35. TÉRMINO PARA PRESENTAR LA SOLICITUD POR PARTE DE LA 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE 

TIERRAS. Una vez acopiados los documentos y demás pruebas necesarias, así como obtenida la 

inscripción del predio en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas forzosamente de que 

trata la ley 1448 de 2011, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, 

cuando ésta represente a las víctimas, tendrá un plazo máximo de quince (15) días para presentar la 

solicitud ante el Juez o magistrado de restitución. Este término empezará a contar a partir de la 

fecha de la autorización de representación otorgada a la Unidad Administrativa Especial de Gestión 

de Restitución de Tierras por parte de la víctima. 

PARAGRAFO. En aquellos casos que considere de especial importancia la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión de Restitución de Tierras, de manera oficiosa, podrá presentar solicitud de 

restitución de tierras ante los Jueces Especializados en Restitución de Tierras y Territorios 

ARTÍCULO 36. REVISIÓN EXTRAORDINARIA POR LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA. La Corte Suprema de Justicia designará dos de sus magistrados para que seleccionen, 

sin motivación expresa, las sentencias proferidas por los Juzgados y Tribunales de Restitución de 

Tierras que habrán de ser revisadas.  

Los criterios que tendrán en cuenta los magistrados para la selección de que trata el presente 

artículo son:  

a. Sentencias cuya decisión haya sido desfavorable a la víctima reclamante de la restitución. 

b. Sentencias de especial connotación o importancia por involucrar un número significativo de 

personas o de derechos. 

c. Sentencias que por su impacto social o económico representan interpretaciones de los 

derechos que plantean un problema valioso para el desarrollo jurisprudencial de la 

restitución.  

d. Sentencias cuya ejecución representaría un perjuicio que de realizarse sería irremediable.  



e. Sentencias en las que se haya otorgado compensaciones a terceros de buena fe exenta de 

culpa no víctimas. 

f. Sentencias escogidas aleatoriamente.  

PARÁGRAFO. El Defensor del Pueblo, el Director de la Unidad Administrativa de Atención y 

Reparación Integral a Víctimas o el Director de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierra Despojadas, podrán solicitar que se revise alguna sentencia cuando considere 

que la revisión puede aclarar el alcance del derecho a la restitución o evitar un perjuicio grave en 

contra de la víctima reclamante. Las sentencias que sean seleccionadas para revisión deberán ser 

decididas en el término de 3 meses.  

ARTÍCULO 37. DECISIONES DE REVISIÓN. Las decisiones de revisión que modifiquen o 

revoquen la sentencia, unifiquen la jurisprudencia en la materia o aclaren el alcance general de las 

normas de que trata el Capítulo 3º del Título IV de la ley 1448 de 2011 deberán ser motivadas. Las 

demás podrán ser brevemente justificadas. La revisión se concederá en el efecto devolutivo cuando 

se trate de sentencias que fueron favorables a las víctimas reclamantes de la restitución, en caso 

contrario se concederá en el efecto suspensivo.  

ARTÍCULO 38. EFECTOS DE LA REVISIÓN. La sentencia de revisión sólo surtirá efectos en 

el caso concreto y deberá ser comunicada inmediatamente al Tribunal competente el  cual adoptará 

las decisiones necesarias para adecuar su fallo a lo dispuesto por ésta. 

ARTÍCULO 39. ADJUDICACIONES ESPECIALES EN EL MARCO DE ÓRDENES 

JUDICIALES DE RESTITUCIÓN. Con el fin de dar cumplimiento a las órdenes judiciales que 

disponen la adjudicación o la dotación de tierras a población victimizada, en el marco de procesos 

de restitución de tierras, acciones de tutela, o cualquier otro proceso orientado al restablecimiento 

de los derechos sobre la tierra de dicha población, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - 

INCODER en su procedimiento de adjudicación se sujetará a las siguientes reglas: 

1) Notificado el Representante Legal del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - Incoder, 

de la sentencia que le ordena adjudicar el baldío, el funcionario competente, mediante 

resolución de obedecimiento a lo resuelto por el juez, no susceptible de recurso, y 

únicamente con base en el fallo judicial, adjudicará el predio señalado sin que proceda 

ningún otro trámite. 

2) En la misma resolución ordenará notificar personalmente al adjudicatario, y remitir copias 

al juez de conocimiento del caso y al Ministerio Público. 

3) En firme la resolución el funcionario del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – 

Incoder efectuará su inscripción en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, 

actuación que será exenta de todo costo. Igualmente, cuando sea del caso, el predio se 

formará o actualizará catastralmente, incluyéndose en la base Catastral Nacional. 

ARTÍCULO 40. RESTITUCIÓN MEDIANTE ADJUDICACIÓN. El Instituto Colombiano de 

Desarrollo Rural – Incoder garantizará el cumplimiento de las órdenes impartidas por los jueces en 

desarrollo del literal g) del artículo 91 de la ley 1448 de 2011. Para efecto del cumplimiento de los 

requisitos por parte del restituido bastará con lo dispuesto por el Juez o Magistrado Especializado 

en restitución.  En todo caso, la resolución de adjudicación deberá expedirse a nombre de los dos 

cónyuges o compañeros permanentes y el núcleo familiar que al momento del desplazamiento, 



abandono o despojo cohabitaban, aunque al momento de la entrega del título esa situación no 

subsista. 

 

ARTICULO 41. ARMONIZACIÓN DE LOS TRÁMITES DE RESTITUCION DE 

TIERRAS. En todos los casos el Juez o Magistrado Especializado de Restitución de tierras y 

territorios, evitará la duplicidad de pruebas y el pronunciamiento sobre actuaciones de trámite en la 

etapa administrativa, salvo que éstas sean abiertamente contrarias a la ley; Adicionalmente no podrá 

aplicar normas procesales que contraríen el carácter transicional y garantista de la restitución.  

CAPÍTULO V 

MEDIDAS COMPLEMENTARIAS A LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE CARÁCTER 

TRANSFORMADOR 

ARTÍCULO  42. MEDIDAS COMPLEMENTARIAS A LA RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

DE CARÁCTER TRANSFORMADOR. Los procedimientos y medidas contempladas en la 

presente ley y las que se desarrollen en su aplicación tendrán carácter de reparación transformadora. 

Como medidas complementarias, sin perjuicio de las contempladas en la ley 1448 de 2011,  se 

establecen las siguientes:  

1. Los municipios podrán conceder exenciones sobre el pago del impuesto predial para los predios 

urbanos y rurales que hayan sido objeto de restitución o adjudicación en el marco de las acciones de 

reparación aquí previstas, hasta por un plazo máximo de 10 años. 

2. Los municipios podrán conceder exenciones sobre el pago del impuesto de industria y comercio 

para las actividades productivas y comerciales nuevas que establezca la población desplazada, 

retornada o reubicada, y las cuales estén directamente vinculadas a los planes y programas que 

se formulen en el marco de las iniciativas de desarrollo que se deriven de la aplicación de la 

presente ley. Esta exención no podrá ser superior a 10 años. 

3. La Nación concederá la exención  del  pago del impuesto a la renta que se derive de las 

actividades a las que se refiere el numeral anterior durante un periodo máximo de diez (10) años 

4. Para garantizar la restitución jurídica, se ordenará la exoneración de derechos registrales y del 

impuesto de registro de que trata el capítulo XII de la ley 223 de 1995, para garantizar la 

efectiva formalización jurídica del vínculo del beneficiario con el predio. Para el efecto, se 

entenderá que por el carácter transicional de la presente norma y por el propósito de realizar el 

goce efectivo del derecho fundamental e intangible a la restitución de tierras de las víctimas, los 

actos que reconocen el pleno dominio en el marco de la presente ley, no generan el impuesto 

mencionado por cuanto deben ser remitidos para su registro por el funcionario competente, 

conforme al artículo 226 de la ley 223 de 1995. 

5. El Gobierno Nacional dispondrá recursos económicos, físicos, materiales, insumos, asesoría y 

acompañamiento para construcción, reconstrucción, mejoramiento y/o adecuación de vivienda 

rural. 



6. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural dispondrá de recursos económicos, físicos, 

materiales, insumos, asesoría y acompañamiento para proyectos productivos y de generación de 

ingresos, asociados a los predios objeto de restitución.  

7. Así mismo, el Ministerio de Agricultura fortalecerá el sistema de crédito para el sector 

agropecuario y su regulación, convocando a entidades financieras con capital estatal o privado 

para ofrecer acceso a crédito en condiciones especiales para los beneficiarios. Igualmente se 

concederán alivios de pasivos por créditos de cualquier naturaleza, tanto aquellos provenientes 

de entidades vigiladas por la Superintendencias financiera como de  otras entidades públicas y 

privadas que hayan otorgado créditos a las víctimas. Igualmente se reconocerán los alivios a los 

pasivos causados antes del desplazamiento y durante el mismo 

CAPÍTULO VI 

DISPOSICIONES FINALES 

ARTÍCULO 43. COORDINACIÓN ENTRE LAS MEDIDAS DE CARÁCTER 

TRANSFORMADOR. Una vez finalizados los trámites de que trata la presente ley, la Unidad 

Administrativa de Restitución de Tierras en conjunto y en coordinación con la Unidad 

Administrativa de Atención y Reparación Integral a Víctimas, Departamento par la Prosperidad 

Social y demás autoridades a que haya lugar, mediante decisión administrativa conjunta, y en 

articulación con Planes de Reparación Individual, ordenará la entrega de los apoyos e incentivos 

que dispongan de acuerdo con sus funciones y competencias, incluyendo, entre otras, las 

contempladas en el artículo 64 de la Ley 1448 de 2011.  

Participarán en la ejecución de las medidas y aportes que se determinen a favor de los beneficiarios, 

las Unidades administrativas mencionadas, así como el Ministerio de Vivienda, el Banco Agrario, el 

Servicio Nacional de Aprendizaje SENA y las demás entidades territoriales y nacionales que de 

acuerdo con sus funciones tengan responsabilidad en los apoyos. La labor de coordinación 

desarrollada por la Unidad Administrativa de Restitución de Tierras velará por la operatividad y 

cumplimiento de los aportes institucionales y privados, distinguiendo entre medidas de apoyo post-

restitución y medidas de carácter transformador. 

PARÁGRAFO. Entiéndase por medidas de apoyo post-restitución todas las acciones 

promocionales del Estado que buscan complementar la restitución para efectos de que ésta sea 

sostenible desde una perspectiva socio-económica, tales como apoyos productivos integrales 

vinculados a los predios restituidos. De esta manera, son medidas indispensables y necesarias para 

garantizar el uso y goce del derecho restituido por parte de la víctima. Entiéndase por medidas de 

carácter transformador, aquellas que complementan la reparación integral y que se prestan a favor 

de las víctimas con enfoque de impacto a su situación de vulnerabilidad presente, toda vez que de 

permanecer dicha situación, se facilitaría nuevamente la realización  del hecho victimizante. 

ARTÍCULO 44. RÉGIMEN CONTRACTUAL PARA ATENDER A ÓRDENES 

JUDICIALES DE RESTITUCIÓN. Con el objetivo primordial de obtener la efectiva 

materialización de los derechos de las víctimas de que trata el artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, y 

únicamente para el cumplimiento de órdenes judiciales, la ejecución de los recursos y suscripción 



de contratos por parte de la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras o con cargo 

al Fondo de dicha Unidad, se regirán por las normas del derecho privado. 

ARTÍCULO 45. APLICACIÓN DE TRÁMITES. Los procedimientos establecidos en la presente 

Ley no se aplicarán en territorios de comunidades étnicas ni por solicitud de población 

perteneciente a las mismas. Cuando se identifiquen casos relativos a los territorios de estas 

comunidades, se les dará el trámite expresamente establecido para estos efectos en los decretos 

leyes 4633, 4634 y 4635 de 2011.  

ARTICULO 46. REGLAS DE APRECIACIÓN PROBATORIA. Se dará especial peso a la 

declaración de la víctima y se presumirá que lo que ésta aduce es verdad, de manera que en caso de 

duda sobre la veracidad de la declaración será el Estado quien tendrá la obligación de demostrar lo 

contrario. En consecuencia, le bastará a la víctima probar con su declaración el daño sufrido 

sumariamente quedando así relevada  de la carga de la prueba. La Unidad Administrativa Especial 

de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y las demás entidades vinculadas a los trámites 

contemplados en la presente Ley aplicará la duda en favor de la víctima, pero en todo caso dicha 

duda deberá ser razonada, y soportada por un acervo probatorio suficiente. 

ARTICULO 47. ARTICULACION ENTRE LA RESTITUCIÓN Y LAS DEMÁS MEDIDAS 

DE JUSTICIA TRANSICIONAL. La información que surja de los procesos de restitución 

judicial y administrativa deberá ser compartida con las demás instituciones que lleven a cabo 

medidas de justicia transicional, en todo caso se preservará la intimidad y seguridad de los 

intervinientes. 

ARTICULO 48. REGLAMENTACIÓN Y ADECUACIÓN INSTITUCIONAL. A partir de la 

entrada en vigencia de la presente Ley, el Gobierno Nacional tendrá un término máximo de seis (6) 

meses para realizar los ajustes institucionales al interior de la Unidad Administrativa de Gestión de 

Restitución de Tierras Despojadas y reglamentar los demás asuntos aquí establecidos.  

ARTÍCULO 49. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación, deroga todas las 

disposiciones que le sean contrarias y tendrá la misma vigencia de la ley 1448 de 2011. En lo no 

contemplado en esta Ley, se aplicará la Ley 387 de 1997, y otras normas en lo más favorable al 

goce efectivo de los derechos de las víctimas. 
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